
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado. 
El contenido total y fiel debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Auto - 06 de abril de 2017

Proceso: 
Ejecutivo – Dirime conflicto de competencia

Radicación Nro. :
  
 66170-40-03-001-2017-00201-01

Demandante:

SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE –SENA-
Demandado: 




OSWALDO ENRIQUE VALDERRAMA PINZÓN
Magistrado Sustanciador: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas:


FACTORES DE COMPETENCIA EN JUICIO EJECUTIVO. “[E]n los ritos derivados de un negocio jurídico o que involucren títulos ejecutivos, puede alterarse la regla del factor territorial que establece que el contencioso debe iniciarse ante el funcionario con jurisdicción en el domicilio del demandado, dándole la potestad al actor de incoarlo también ante el lugar en donde debían cumplirse las obligaciones..”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL- FAMILIA

          Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

          Pereira, abril seis (6) de dos mil diecisiete (2017)

          Radicación No. 66170-40-03-001-2017-00201-01
Decide de plano esta Sala el conflicto de competencia suscitado entre los Juzgados Octavo Civil Municipal de Pereira y Primero de la misma especialidad del municipio de Dosquebradas, a propósito del conocimiento del proceso ejecutivo con título hipotecario que promueve el Servicio Nacional de Aprendizaje –SENA- contra el señor Oswaldo Enrique Valderrama Pinzón.

A N T E C E D E N T E S 

1. La demanda referida se presentó para el reparto ante los Juzgados Civiles Municipales de Pereira, con el fin de obtener el pago de una obligación garantizada con hipoteca sobre el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No.  357-51226 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos Seccional Espinal, Tolima, ubicado en el municipio de Flandes, de ese departamento.
2. Correspondió el asunto al Juzgado Octavo, que por auto del 30 de enero de este año la rechazó por falta de competencia y ordenó remitirla al Juzgado Civil Municipal (reparto) de Dosquebradas. Para decidir así, consideró, con fundamento en el numeral 1º del artículo 28 del Código General del Proceso, que como el demandado recibe notificaciones personales en ese municipio, es el juez de ese lugar quien debe conocer del asunto.

3. El Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas, autoridad receptora de la actuación, mediante providencia del 17 de marzo último, se declaró también incompetente para conocer del asunto. Consideró, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, que en tratándose de acciones hipotecarias la competencia para conocerlas es concurrente, porque debe seguirse el fuero general establecido en el numeral 1º del artículo 28 del Código General del Proceso que hace referencia al domicilio del demandado, pero también aquel al que alude la regla 7ª de la misma norma, que atañe a la ubicación del inmueble perseguido judicialmente.

Agregó que en este caso, es el Juez Civil Municipal de Pereira el que debe conocer de la acción, por cuanto la demandante señaló como domicilio de la persona demandada dicha ciudad, y tal es el factor que debe considerarse para la fijación de la competencia, porque no puede confundirse con aquél el lugar donde se recibirán notificaciones, de acuerdo con lo previsto por los artículos 76 y 78 del Código Civil. Concluyó que la competencia para conocer de la demanda “…en ningún caso le atañe al municipio de Dosquebradas”.

C O N S I D E R A C I O N E S

1. Esta Sala es competente para dirimir el conflicto negativo de competencia suscitado entre los Juzgados Octavo Civil Municipal de Pereira y Primero Civil Municipales de Dosquebradas, de conformidad con el artículo 139 del Código General del Proceso.

2. Para desatarlo, es necesario comenzar por decir que el juez natural es aquel a quien la Constitución o la ley le otorga facultad de conocer los diferentes asuntos para que los dirima, con lo que se garantiza el derecho al debido proceso consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, según el cual “nadie podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio” (resaltado ajeno al texto). 


Esa competencia se establece de acuerdo con distintos factores: el objetivo, que guarda relación con la naturaleza o materia del proceso y la cuantía; el subjetivo que responde a la calidad de las partes que intervienen en el proceso; el funcional, a la naturaleza del cargo que desempeña el funcionario que debe resolver la controversia; el territorial, al lugar donde debe tramitarse; y el de conexidad, que depende de la acumulación de procesos o pretensiones. 

Para resolver la cuestión resulta de vital importancia analizar el penúltimo del tales factores, pues los jueces enfrentados se han separado del conocimiento del caso por considerar, cada uno, que carece de competencia por el factor territorial.

El artículo 28 del Código General del Proceso, que señala las reglas generales sobre competencia por el factor territorial, dice en el numeral 1º: “En los procesos contenciosos, salvo disposición legal en contrario, es competente el juez del domicilio del demandado. Si son varios los demandados o el demandado tiene varios domicilios, el de cualquiera de ellos a elección del demandante. Cuando el demandado carezca de domicilio en el país, será competente el juez de su residencia. Cuando tampoco tenga residencia en el país o ésta se desconozca, será competente el juez del domicilio o de la residencia del demandante…”
La acción incoada, no hay duda, es un proceso de naturaleza contenciosa, por ende cabe aplicar esa regla de competencia.
3. De otro lado, el artículo 82 de la obra citada que enlista los requisitos formales que debe reunir toda demanda, en el numeral 2º exige enunciar el nombre y el domicilio del demandado; en el  10, el lugar donde las partes han de recibir notificaciones.

4. Son esos dos requisitos diferentes y aunque puede ser uno mismo el lugar donde una persona está domiciliada y aquel en el que ha de recibir notificaciones, es posible también que no coincidan, pero el que determina la competencia por el factor territorial en materia procesal es el primero.

En este caso, la parte demandante, a la que corresponde señalar el domicilio de las partes, así lo hizo y expresó que el demandado lo tiene en Pereira.

Fue entonces el domicilio del demandado el que eligió la actora como factor para determinar la competencia.

Así las cosas, el Juez Octavo Civil Municipal de Pereira es el competente para conocer de esta demanda de acuerdo con la regla general sobre competencia que le otorga el numeral 1º del artículo 28 atrás transcrito, con independencia de la dirección en la que el demandado ha de recibir notificaciones personales, pues es el domicilio el que la determina.

Sobre el tema, dijo la Corte Suprema de Justicia
, en posición que de antaño viene siendo reiterada, que:

“4. Ahora, sea del caro destacar, como incansablemente lo ha hecho la Corte, que por razón de su marcada diferencia no resulta posible confundir dos asuntos, de suyo distintos conceptualmente, amén de que la normativa de enjuiciamiento civil les ha deferido causas y efectos disímiles; una cosa entonces es el domicilio del deudor y otra, in extremis distinta, el lugar indicado para recibir notificaciones, aunque a veces son el mismo. Entonces, síguese, que es el primero y no el segundo el que define la competencia y, ante la eventualidad de no coincidir, sin dubitación alguna debe regirse la competencia por aquél también. Así lo ha dilucidado esta Corporación en reiterados pronunciamientos, en los que ha expuesto que “no es factible confundir el domicilio, entendiéndose por tal, en su acepción más amplia, como la residencia acompañada, real o presuntivamente, del ánimo de permanecer en ella, con el sitio donde puede ser notificado el demandado, ‘pues este solamente hace relación al paraje concreto, dentro de su domicilio o fuera de él, donde aquel puede ser hallado con el fin de avisarle de los actos procesales que así lo requieran’ (auto del 6 de julio de 1999), ya que suele acontecer ‘que no obstante que el demandado tenga su domicilio en un determinado lugar, se encuentre de paso (transeúnte), en otro donde puede ser hallado para efectos de enterarlo del auto admisorio de la demanda, sin que por tal razón, pueda decirse que de ésta debió formularse en este sitio y no en el de su domicilio, o que éste sufrió alteración alguna". (Auto de 20 de noviembre de 2000, Exp. N°0057).”

5. Ahora, en lo que respecta al fuero real consagrado por el numeral 7º del artículo 28 del Código General del Proceso, traído a colación por el funcionario que provocó el conflicto, esta Sala se acoge a lo expuesto por la Corte Suprema de Justicia en la providencia que transcribió, porque si bien es cierto la redacción de la norma atribuye de manera privativa la competencia al juez del lugar de ubicación del inmueble hipotecado, “….no fue el querer del legislador modificar las pautas de competencia territorial en tratándose de juicios ejecutivos en los cuales se hiciera valer una hipoteca sobre un inmueble”
, lo que debe entenderse es que dicho fuero, tal como estaba dispuesto en vigencia del Código de Procedimiento Civil, es también concurrente y por eso puede ser elegido o no por quien demanda.

Por tanto, y a pesar de que para conocer del asunto pueden resultar competentes el juez del domicilio del ejecutado y el de ubicación del inmueble gravado con hipoteca, debe respetarse el escogido por la parte demandante.

6. De acuerdo con lo anterior, se dirimirá el conflicto atribuyendo la competencia para conocer de esta actuación al Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira, que fue la elección que hizo la parte demandante; al Juzgado Primero Civil Municipal de Dosquebradas se le informará el contenido de esta decisión.
Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

R E S U E L V E :

Dirimir el conflicto de competencia suscitado, en el sentido de declarar que es el Juez Octavo Civil Municipal de Pereira, el competente para asumir el conocimiento de la demanda a que se refiere este proveído.

En firme este auto, remítase el expediente al referido despacho e infórmese de la decisión adoptada al Juzgado Primero Civil Municipal de la misma especialidad de Dosquebradas.

Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS





LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 








JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA


Secretario
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